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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 22 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don José Roque Ruiz Ruesta a

lalor de don Abmham Elias Chonate Nole contra la resolucióo de fojas 75, de lecha 11

de junio de 2018, expedida por la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la Cortc
Superior de Justicia de Lambayeque, que declaró la improcedencia li¡¡inar de la
dena¡da de habeas corpr.rs de autos.

FT]NDAMENTOS

l. En la sentencia eÍDitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
ol\ci¡\ Ll Perudno el 29 de agosto de 2014, este Tribunal esubleció, e¡ el

to .19, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia intcrlocutoria
diclada sin más trámite, cuando se prescntc alguno de los siguienles

stos, que igualmente cstán contenidos en el artículo l1 del Reglin¡ento

a)

b)

o¡n'ra¡ivo dcl'l¡ibunal Constitucional

Carezca de lüldamenlación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea dc especial
trascendencia comtitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

c)

d)

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, llnalmente.
cuando lo pretendido no alude a un asunto clue requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y tcniendo en cuenta 1o prccisado eD cl fundamento 50 dc

la sentencia emjtida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no rcvistc
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si una lutura
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resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conllicto de relevancra

constitucional, pues no existe lcsión que comprometa el derecho I'undamental

involucrado o se ttata de un asunto que no conesponde resolver en la r'Í¡
constitucional: o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho

constltucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fbndo.

,1. ED el caso de autos, sc solicita que se declare la nulidad de la Sentencia de Vista

8I -2017, de fecha 15 de agosto de 2016, a través de la cual la Prime¡a Sala Penal de

Apelacioncs de la Cofie Supeio¡ de Justicia de Lambayeque conlirmó la sentencic

de prinrer grado que condenó al lávo¡ecido como autor del delito de actos contla el

pudor de menor de once años de edad (Expediente 2048-2012-80- 1706-JR-PE-01).

Se alega que en el caso no se analizaron los elementos objetivos y subietivos del

delito de actos contra el pudor de menor de edad, pues si bien la fiscalía ha citado la

que tipifica los hecllos y formulado 1a acusación basándose en una

ión testimol1ial que evidenciaria que la menor no qucrra ir al colegio porquc

s1 do besada por el promotor del colegio (el favorecido), el ñscal del caso no

ctuó un análisis prolijo dc si los aludidos besos realmente conslituyen un acto

'I

Al respecto, ci recurso interpuesto no cstá referido a una cuestión de Derecho de

cspecial trascendencia constitucional, toda vez que la controversia planteada escapa

al ámbito de tutela del habeas corpus y se encuentm vi¡culada con asuntos propios

de Ia judicatum ordi¡aria. En eléclo, vía el presente proceso constitucional se

pretende que se determine si la conducta reprochada al favorecido contiene los

elementos constitutivos del delito de actos contra el pLrdor de nenor de edad, lo
cual implica tareas de subsunción de la conducla penal del proccsado y de

tipificación del delito que co¡responde determinar a1 juzgado penal ordil1ario
(Expedientes 00395-2009-PHC/TC, 02623-2012-PHC/TC, 01690-20 l4-PHC/'fC )
05699-20I4-Pr rC/TC).

A mayor abundamiento, cabe señalai quc en el presente caso, la acusación fiscal
referida en el recurso de autos, e incluso el requerimiento hscal de que al procesado

se le imponga una medida coercitiva de carácter personal, no determinan ni inciden
en una afectación negativa, concreta y directa en el derecho a la libeñad materia de

ttÍela del hdbeds corpus .

contrario al nudor del menor de edad.
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8. En consecuencia, y de lo expucsto en los lirndamentos 2 a 7 supra, se veriñca que

el presente recu¡so de agravio ha incu¡¡ido en la causal de ¡echazo prevista en el

acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del aflículo 1l del Reglamento Nomativo del T bunal
Constitucional. Por esta mzón, co(esponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de ¡grd\ io constitucional.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el ¡ecu¡so de agravio constitucional porque la cuestión de

Derccho contenida en el recurso carece de espec trascendencia constitucional

Publiquese y notiliquese

',La s.

o:

Por estos fundameDtos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conflere la Constitución PolÍtica del Peú, y la participación del magistrado Espinosa-

Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

magistÉdo Ferero Costa.

Lo que
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VOl'O SINGUI,AR DIiL MAGISTR{DO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga lá Constitución. y con el mayor ¡espeto por la poncncia
dc mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar rcspetuosamentc
que disiento dcl prcccdcnte vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERI-OCU'I'OI{IA DENEGATORIA, por los ltndamentos que a
continuación expongo:

ftilltflilil illtt ililil
DXP. N,' 02272-2OI S.PIICTTC
LAMBAYEQUE
ABRAHAM ELiAS CHONAl'E NOI,E

Ilt. 'I'R¡BUNAL Co¡-srrrucroNAL coMo coRTE DE REyrsróN o FALLO y No Du
CASACIóN

I-a Constitución dc 1979 creó el Tribunal de Garantías Constilucionales como
instanoia dc casación y la Constilüción de 1993 conviúió al Tribunal Constitucionai
en inslancia de lallo. La Co¡stitución del 79. por primera vez en nuestra historia
constitucional. dispuso la creación de un órgano ad roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plcna
de los dercchos lindamenlales.

La Ley Fundamcntal de 1979 cstableció que el T¡ibunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdiccion
en todo e1 territorio nacional para colocer. en yía da cdsación, de los habeds corpus
y amparos denegados por cl Poder Judicial, lo quc implicó que dicho'lribunal no
oonstiiuía u1ra instancia habilitada para lallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amcnaza o lesión a los
dcrcchos reconocidos en la Constitución.

l. lln ese sentido. la Ley 23185, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantias
Corstitucionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano, ál encontrar ul1a resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lorma er¡ada o ha incurrido (]n graves vicios procesales en la
tramilación y resolL¡ción de Ia dcmanda, procederá a casar la seDtencia y. luego de
señalar la deficicncia, devolverá los actuados a la Co¡te Suprema de Justicia de la
Itcpública (r'eenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimienlo que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
I¡encionados.

4. El modclo dc tutela ante amenazas y vulneración de derechos füc sc amente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparc, habeus data
y acción de cumplimienlo. En segundo 1ugar, se crea al Tribuñal Constitucional
conro órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califioa crróneameDle como "órgano de conlrol de la Col1stitución,,. No obstante, en

2
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materia de procesos constitucionales de la Iibcrtad, la Constitución establece que el
lribunal Constitucional es instánoia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su a¡iculo 202, inciso 2,
prescribe que co esponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últímo y
del¡nitira ¡nstancia, las resoluciones denegatorias dicfadas en los procesos de

hubeus corpu"^, ampuro, habeas data y acción de cumplimien¡o"- Esta diSposición
constitucional, desde una posición de 1ia¡ca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucio¡al escuche y evalúe los alegatos de quien \e
cstima ameDazado o agraviado eI1 un derecho ltndamental. Una lecturá diversa
contravendda mandatos esencialcs de la Constitución, como son el principio de
dcf'cnsa dc la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo dc la
sooiedad y del Estado (artículo l), y "la observanci¿t del debído proceso y tutela

lurisdiccionul- Ninguna persona puede ser desviada de la jttrisdicción
predeterminada por ld ley, ni sometidd a prccedímiento d¡stitlto de los prev¡ament¿
est blecidos, n¡ .¡uzgada por órganos jurisdiccionales de excepc¡ón ni por
comisiones especiales creadas al elbcto ctralquíera sea su denominuckin",
consagrada cn cl a¡1ículo 139, inciso 3.

6- Co¡¡o se advierte, a dil¡rencia de lo quc acontece en otros paises, en Ios cualcs cl
acceso a la última instancia constitucional tienc lugar po¡ la via del cerfiorar¡
(SL¡prema Corle de los Estados Unidos), en el Petú el Poder Constituyente optó po¡
un órgano sr¡premo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección dc su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo qur:
está en discusión es la supuesta alnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la via correspondicnte pala que el Tribunal Constitucional püeda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permile al
peticionantc colaborar con los jueces constitucioDales mediante un pormenorizado
arr.rlisis dc lo que.e pretcndc. de lo que se invora.

7. Lo constilucional cs escuchar a ia parte como concretización de su derccho
irrenunciable a la defensa; adenás, un Tribunal Constitucional constituye el más
clectivo nedio de delensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos .v privados. lo cual evidencia cl triunfo de la justicia frente a la
arbitra edad.

8. I-a administ¡ación de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribural
Constitucional. desde su creación, es respetuosa, col¡o coresponde, del de¡ccho de
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Iir. D[]R[c o A sriR oiDo co]uo N¡aNt]'IstActóN DE LA DEt\rocRAt lzÁcróN DE Los
l'Ro( usos CoNsTI rtrcloNAl,Es DIt L^ LIBER'I AD
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delénsa inherente a toda persona, cuya maniftstación primaria es el derecho a sc¡
oido con todas las dcbidas garantías al i¡terior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamcntc. mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia dc vista está reiacionado con la defcnsa, la cual, sólo es
et'ecliva cL¡ando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los a¡gumenlos pe¡tinentes, concretándose el p¡incipio de inmediación quc
dcbc regil eü todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención dc las pades, corresponde señala¡ que, eD tanto que la
polestad de administra¡ .justicia constituyc una manil¡stación del poder qüe el
[,]stado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con cstricto respelo de los dc¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
inclul,e el derecho a ser oído con las debidas ga¡antías.

11. Cabe añadir que la pa¡ticipación dirccta de las partes, en defensa de sus intereses,
quc se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemenlo que
dcnrocratiza el proceso. I)e lo contrario. se decidi a sobre la esftra de interés de
una persona sin pennitirle alega¡ 10 correspondicnte a sü lavor, Io que resulta a
excluyente y antidcmocrático. Además. el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concreto, las razones. los motivos y los
argumcntos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribun¿l Constituciolal se
legirima no po¡ ser u¡1 tribuDal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido. la Co¡te Interame ca[a de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrecho de defcnsa "obliga al Estado a trular al indiN¡duo en bdo momento como
un wrdadero s ieto del ptoce.\o, en el nás umplio sent¡do Je erte concepto, y ko
simplemente como objeto del mismo"' . y que "púr.r que cxista l¿biJo ¡roceso legal
es pleciso que un justiciable pueda hacer \)aler sus derechos y defbnder sus
int¿r¿vt tn,fitrm¿ cf¿ctiva y ¿n contliciones de ígualdad procesal con otros
i\tir¡ah1¿t"'

' Co¡e IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2(X)9
pá'rafo 29.

'? Co¡te IDIL Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trini<lad y 'lobago,
sentencia del2l deiunio de 2002, pánafo 146.
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N,\TTTRAI,IiZA I,I.oCT]sAL DEI, IIECURso DE AGRAVIO CONSTITI]CIONAL

13. lll nrodelo de "instancia de t'al1o" plasmado en Ia Constitución no puede ser

desviñuado por cl l'ribunal Conslilucional si no es con g¡ave violación de sus

disposiciones. Dicho T¡ibunal es su intérprete suprcmo, pero no su reformador, toda
vcz que como órgalo constituido también cstá sometido a la Comtitución.

1.1. Cuando se aplica a un proceso constitr¡cional de la libertad la denominada
"scnlcnoia interlocuto¡ia", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

vcrdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene compelencia
paú '¡evisar" ni mucho mcnos "rccalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l'ribunal Constjtucional no "concede" el recurso- Esta es una competencia de la
Sala Superior dcl Podcr Judicial. Al Trjbunal lo que le correspo¡rde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

lech¿zar dicho recurso, sino por el contrario de "conoce¡" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indel'ensió[.

16. Por otro lado, la "serltencia interlocutoria" establece como supuestos pam su

aplicación fór'mulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcario,
co¡vicrtc cl cn,plco dc la p¡ccitada sentencia en a¡bit¡ario, toda vcz que sc pod¡ia
afectar, entre o1ros, el derecho fundamental de defcnsa, en su manifestación de sc¡
oido con las debidas garantías, pues ello da¡ia lugar a decisiones subjetivas y
ca¡cntcs dc prcdictibilidad, afcctando notablemente a los justiciables, quienes
lendrian que adi!inar qué resolverá el T¡ibunal Constitucional antes de presentar su
¡espectiva demanda.

17. Po¡ lo demás, m¡.rÍatis mulandis, el precedente vinculantc contcnido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (SeDte[cia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una ¡eafirnración de la naturalcza
procesal de los procesos collstitucionales de la libertad (supletoriedad, vía prer ia,
vías paralclas, litispcndcncia, invocación del derecho constitucional liq¡.rido y
cicrto. ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de que ios procesos constitucionales de la libertad scan dc
una naturaleza procesal distinta a la de los p¡ocesos oidinarios no conslilule un
motivo para que se pueda desvifua¡ la esencia principal del recurso de agrario
constitucio¡al.
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19. Por 1anlo, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitncional rep¡esenta la
última posibilidad para proteger y reparar los dercchos fundamcntales dc los
agraviados, voto a 1ávor de que en el presentc caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que gar¿urtiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
del_lnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas e¡ sus
derechos esenciales cL¡ando no encuentran justicia en el Pode¡ Judicial;
especialmente si se ticnc cn cuenta que. agotada la vía constitucional, aljusticiablc
solo le queda el camino de la jurisdicciól1 internacional de protección de dcrcchos

20- Como allrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno cs, al mismo
tiempo, una defensa tolal de la Constitución, pues si toda ga.an1ía corstitucional
entraña cl acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delender su derecho
está de1éndiendo cl de los demás y el de Ia comunidad que resulta oprimida o
cnvilecida sin ia protección jr¡dicial auténtica".

FERRERO COS'I'A t\rwl Lo
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